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SALA DE LO CONTENCIOSO ADMINISTHATIVO DE LA CORTE SUPREMA DE 

JUSTICIA: San Salvador, a las once horas y cuarenta y nueve minutos del dieciséis de agosto de dos 

mil veintiuno. 

El presente proceso contencioso administnuivo ha sido promovido por el sei\or -

contra el Tribunnl de Ética üubcmantental, por la supuesra ilegalidad 

de los i,igwentcs actos: 

n) Resolución de lus ocho horas con diez minut0~ del veintidós de septiembre de dos mil 

quince, emitida por el Tribunal de Ética Gubemarnental - TEG en adelante-. mediante el cual re..~oh ió 

sancionar al licenciado Juez Tercero de lo Civil de Santa Ana, con 

una multa de dos mil doscientos cuarenta y un dólares de los Estados Unidos de América ($2,241 ). e 

ordenó además incorporar los datos del sancionado al Registro Público de Personas nncionadas y 

certiíie<u- el expediente al Fiscal General de In República, al Presidente del Órgano .Judicial y a In 

• ección de investigación Judicial de la Conc uprcma de Justicia, así c.-omo al Presidente cid Con.'iCJO 

1 acional de la Judicatura. 

b) Resolución del cinco de noviembre de dos mil quince. por medio de la cual el TEG resolvió 

el recurso de rcconsideración, en sentido dcsestirnatorio. 

l l<Ul in1crvenido en el presente proceso: la pa11e nctora , por medio de sus apodemr.los • 

y el TEG como autoridad demandada. 

inicialmente representada por su apoderada general judicial 

posterionneme snstinúda por ; y, lu licenciada ' 

- como agente auxiliar delegada por el Fiscal Gcncrul de la República. 

Leídos los 0111os ¡• co11sirlerr111rlo: 

"óbió ~;:::~:~::,:~::";:::·,~",:::,::::::·:,::,::::;~;:,:~::'.::,:,:~e:~: :1~ 
el licenciado como Juez Tercero de lo Civil de anta Ana, desde hacía • 

dieciocho mese.~ alteraba los resultados de las suba<;las püblicas que en su Ju7gaclo se realizan. en el 

sentido que a pesar de haber sido dccl:u·adas desiertas, ordt'naba a sus colabomdores jurídicos. hacer 

con.<;tar en actas que un sci\or de nombre había pLtjado y adquirido 

inmuebles. a<;cgunmdo que dicho sitjcLo era amigo y socio del sciior - · 

Asimi mo. el denunciante ngr.::gó que el licenciado - abastecía al Ju7.gado que 

presidía de productos derivados del café en grandes ~u1t idades a tr:wés de compras din .. -ctns a la 

empresa [sic) "Cuzcachapa", de la que es accionista mayoritruio. 

En consecut:ncia, el catorce de febrero de dos mil catorce, el TEG inició el pmccdimicnto 

administrativo sancionador contra el licenciado - por el supuesto incumplimiento del deber 

ético ele '·Excusar..c de pnr1icipar en asuntos sobre los que tiene conflictos de interés .. ) 1xir h;ibcr 
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transgredido la prohibición ética de "Intervenir en cualquier asunto en el que él o algún m,iembro de 

su unidad familiar tenga conflicto de intereses~'. Dicho auto le fue debidamente notificado al licenciado 

Gcdoy ):;ara, wn elpropósito de c,qncederfo cim:o días hábiles pa,t,a hacer uso de su derecho ~{9~ftWSª· 

Posterionnente, el TEG nombró como instructora del procedimiento a la licenci~

quien el veintid.ós de septiembre de dos niil catorce, presentó ilifonn~ al TEG 

en el .que c~ect:uó.una serie de recorne11dacion~,. ofreció pruebttJJldjunt6 doctµnel}tacióJ1)W~() f\Ctns 

de entrevistas n empleados del órgano Judicial y otras personas, entre ellas 

Por auto del uno de diciem1're. de dos i;nii catorce, a petició~ ge J~ instru_i;tc}ra;se tjtó ~;Calidad ,,-
y a Jos ~efiores Y.-'.; La 

audiencia de p~eba ~e sefialó Paru;!!I.seis de en~~ de dos mil.ciufuee, d~nde coinparecierqh\.~~.fas 
personas excepto . . . . . Al-conferir el TEG traslado al licenciado lilllllm 
para presentar alegatos finales sobre. la prueba, éste presentó escrito señalando las· carencias e 

incongro~cias del~ declaracione.5 de_ la-; t~gos . , , . .·. . . . . ·~~ 
. y una vaÍoradón de las declaraciones testimoniales de los seño~·-

Concluidos los alegatos, el ve.intidós d,e septiembre, de dq~púl quince el TEG. ~.ti?,!W'lfallo 

sancionatorio. co!ltra.el demandante~ Cst(!. anti; fa inconfonni~ad:~~Lte.férido · faij(),. y en apli~acióir de 

lo,, artículos 39.Ley de Ética Gubernamental -en adelante LEG-y 101 del Reglamento de la Ley de 

Ética Gubernamental ~RLEG en lo sucesivo- interpuso recurso de reconsideración. Por auto,qelcinco 

de noviembre.dedos mil quince,. se emitió resolución confinnando fa sanción para el licenciadS:-

• Afirma el actor que ambos actos udministraúvos son ilegales, pues han incurrido en violación 

al principio de legalidad, errónea.apli~ión del artículo 35 de la.LEO y por falta de motivSC.íón y 

ausencia de valoración de argwnentos de descargo. 

II. Por auto de las once horas con dieciséis minutos del veintiséis de julio de dos miJ dieciséis, 

se admitió Ja demanda promovida contra el TEG; se declaró sin lugar la medida cautelar solicitaja, se 

ordenó a la autoridad demandada rendir informe conforme a lo prescrito ene) artículo 20 de In Ley. de 

la Jurisdicción Contencioso Administrativa, emitida el catorce de noviembre de mil novecientos 

setenta y ocho, publicada en el Diario Oficial número doscientos treinta y seis, Tomo. número 

doscientos sesenta y uno, de fecha:diccinueve de diciembre de mil novecientos setenta y ocho, en 

adelante UCA derogada, ordenamiento de aplicación al presente caso en virtud del articulo 124 de la 

Ley de la Jurisdicción Contencioso Administrativa vigente. 

La autoridad demandada por medio de su apoderada, rindió el informe requerido (fs. 40) en el 

cual manifestó la existencia de los actos·administmtivos controvertidos por el demandante, y que los 

mismos no adolecen de las ilegalidades apuntadas. 



(Is. 45). se tuvo por parte demandada al TEG. se hizo saber al Fiscal Gem:ml de la República la 

existencia del presente proceso, para los electos del artículo 13 de la LJCA derogada; se nivo también 

por rendido el inforn1e de la autoritlad demandada y se requirió un nuevo infonne de conformidad a 

lo prescrito en el artículo 24 de In LJC/\ deroguda. 

El vcinliw10 de febrero de dos mil diecisiete, la licenciada 

solici tó intervención en calidad de agente atL'<iliar delegada por el Fiscal General de la República (fs. 

49). Asimismo. la apoderada de la autoridad demandada rindió el inforn1e justificativo de legalidad 

(fa. 52) en el que identifica una a una !ns supucst<1s vulnemciones y argumenta la parte actom no ha 

logrntlo establecer ilegnlidad algunn en los actos impugnados. 

En auto de las once horas con tr.:-inta y seis minutos del diecisiete de mayo de dos mil diecisiete 

(fs. 58) se tuvo por rendido el infom1e justificativo, se dio intervención a la agente auxiliar delegada 

por el Fiscal General de la Repúhlicn, )'se abrió a prueba el proceso. 

l'ostetion11e111e. el veinticuatro de julio de dos mil diecisiete, $e recibió oficio procedente del 

Jwgado éptimo de Paz de Stui Salvador que. por .::ncomrarsc de tumo, recibió fuem de honL~ hábiles 

e.~cri to de prneba suscrito por la apoderada de la parte demandada (!s.-66). 

Finalmente, por nulo de las catorce horas con quince mi nutos del siete de septi..:mbrc de dos 

mil diecisiete, eSle ·¡ tibunal rccha7ó por cxtcmpornnea la prneba ofrecida por la autotidad demandada; 

y ordenó coirer tmslado a la parte actorn. a la autotidnd demandada y al Fiscal General de la República ~ 

pam presentar sus ulegutos conforme al artículo 28 de la UCA derognda. con los siguientes r.:s11ltndo. : 

n) La represcntm:ión üscal emitió su opinión en el sentido que, los netos emitidos por el TFG 
/ 

son legales, y se han dictado confnm1e a la Constitul:ión. la LEG y su regl!U11cnto (fs. 81 ). 

b) La parte actora profundi7ó los argumentos expuestos alinde controvertir la fundamentación 

de legalidad expuesta por el TEG (fa. 87). 

e) El TEG ratificó lo expuesto en el infonncjustificativo (Is. 94) 

Finalmente, el pre.~ente proceso quedó en cstadu de pronunciar sentencia. 

lll. Los actos administrativos impugnados en la presente demanda son dos: el pnmero. acto 

originario. consistente en la resoluciún sanciom1dora del TEG que impuso una multa al licenciado 

, J\1e1 Tercero de lo Civil de Santa Ana. por In caniidad de dos mil 

doscientos cuarent,1 y un dólares de los Estados Unidos de /\méricn ( 2.241 ), ademns de la 

incorporación al Registro Público de Personas. ancionada5 y ce11iftcar a las inMuncias pcninentcs: y 

el. ep;imdo. el acto recursivo que confim1ó el acto originaiio. 

Lus agravios alegados por la pm1c actor:1 para controvertir la legalidad de ambos netos 

consisten. literalmente. en una (i) violación al principio de legalidad por ausencia del presupuesto de 

hecho: (ii} la errónea aplicación del articulo treinta y cineo LEO por \iolación a In s..111a critica:) (iii} 

vicio por falta de 111011v,1ción y ausencia de valoracion de <ugumento::. ele descargo. Debe en este ptmto, 

en nms de hacer efectivo el derecho 11 la protccciónjurisdiccinnal de los dcrechos - aniculos 2 y 12 Cn. 

- es que esta nin debe necesariamente hacer un análisis de verificación del contL·nido material dt la 
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queja propuesta; de tal manera que pueda entenderse a cabalidad, a través de la· in~erpretaci<S)l de los 

argumentos que los dcsarroUaiJ.,,cuálhil sido el yerro o actividaj resolutiva defectuosa qu~,;lapartc 

actora pert;i~ el) 19s, actos ·itnpll~c:lqs. 

En el. primer pwtto de .queja. ·nominado como «violqción al principio de. /egalit/á4 por 

ausencia del presupuesto de hecho» la parte demandante ha centrado sus esfu~s argwnerita,p.v9s en 

el concepto .«actos. de dominio» ~Obl'f;·el inniueple que fue su~~l~do en el j~ado.dond~¡~f~rajuez 

propietario, y. que el TEG utilii.6 ~I denominación para describirla conducta realiza.da p9r'el actor. 

Afirmaron que la contratación que hizo el actor con el señor- quie.n es albañil.:y,:~izó 
~~rvicios de ese rµbro en el irunuel>le .subastado en su juzga.~Q, Propiedad. de 

; no fue hecha en.caHqad de propietario o pos~Ór; sino como mandatariÓ:d~l'44eno 
y que por ello nq pue:cle entenderse qu~ exista elpresupuesto de hecho. 

Al ~-pecto, esta Sala advje.rte que el quid de la discusióh-plantea<la.por.la demandari~en ~e 

purito, se refiere a la rclevWlcia típica que el S\lpuesto acto <;le dorjl:in.ic~ pueda tener comc)'el~~i:i.t0;del 

tipo preceptuado en elartículo S literal e) de. la LEG; es decir, si puede estimarse que tales actüs han 

sido contemplados como conductas clisvaliosas por la infracción ética o si, por el contrario>,resultan 

S(,T actos atípicos. 

Con respecto al segundo ;punto de agraVio: la errónea aplicación del articulo J5 dC:°fa LEG, 

específicamente por infracción a.las reglas de la smm. críti~ eQ: la. ~alo!UCión .Pr()bato_ria.. d~ )as 

declamcionestéstÍllloniales de , 

No obstante l{l construcción del agriiyio.hasido·~ifica en Jo qtj~.atai\e a elementos"deprÜ~b~~uya 
.. :.·~. interpretación na sido en inobservancia a las reglas de la sana .crítica; el ~dante ha omitido 

elementos imprescindibles en la ~nstrucción. completa del agravio: la regla específica deja ~a 

crítica que considera se hn infiingido yfa alternativa o solución int~rprctativa. 

Tal detecto es trascendental, debido a que de lo argwuentudo en la demanda no puede 

deducirse si se hace referencia al quebrantamiento de un precept9 lógico, una máxima de la 

experiencia o una regla de la psicolQgín.,Parn plantear una probtigle in9bservancia a estas reglas,no 

bastará con la mera expresión de desacuerdo con el criterio resultante de la valoración probatoria; pues 

el carácter técnico de Ja queja compele al demandante a basar su crítica en parámetros técni,cos y al 

señalamiento lo más específico posible del defecto notado en Jo aptuado por la autoridad dem~dada. 

En el desarrollo argwnentativo de este motivo de queja se)~a omitido identificar por,lá parte 

actora en qué sentido se han transgredido las reglas de la sana critica, y en su lugar ha ftjado su.atención 

en lo que pareciera ser un error aislado en la identificación de.la persona que adquirió el Íl1Jt1Ueble. 

Así, ha dicho que. ~ste Wlll contra<l!pci~n. ins~vable en la declan}9~ón de la,testig() -al 
identifican como " 

",en contradicción a los demás testigos que Je 

'; sin embargo, no obstante el yerro, es posible entender 

que se trata de la misrnn persona por cuanto no se ha expresadq ~tra diferencia esencial q~~ haga 

colegir que son personas distintas. 



. (~~:} 
También pretenden hacer pasar como inobservancia a las reglas de la sana crítica la duda so -~

cómo tuvo acceso posterionnente la señora- al aeta donde se hizo comparecer al señor 

, lo que carece de sentido si se considerct que ellos mismos han afinnado que 

ella erct, en ese momento, empleada del Juzgado donde se diligenciaba ese expediente. Lo mismo 

sucede con la hipótesis relativa a si lus declarantes tenían intenciones nefastas ul relatar su testimonio, 

que aJ omitir sustentar su postura en parámetros objetivos como elementos de prueba u otros datos que 

doten de mínima virtualidad a la incredibilidad subjetiva de las testigos por móviles espurios o fütiles, 

esta SaJu no puede entrar a hacer tm análisis de fondo basándose en Ja imaginación jurídica o 

e~-peculación de las razones por las que declamron en un sentido concreto. 

Así, los tres a~pectos sefialados adolecen del mismo defecto que impide su análisis de fondo: 

no sólo carecen de identidad material con el motivo fonnalmentc alegado, pues ninguno de los 

aspectos señalados coincide con un error en la aplicación de la sana critica en la valoración de la 

prueba; es que. además, la trascendencia que se les pudiera atribuir deviene de especulaciones de los 

demandantes sobre las que no se ha ofrecido prueba alguna. 

Ln única discusión que esta Sala considcm puede ser objeto de análisis es el hecho que se haya 

estimado por el TEG que un comentario positivo atribuido al señor - sobre el inmueble 

subastado sea considerado como expresión de interés relevante a efectos del art. 5 literal e) de la LEG; 

sin embargo, este argumento es retomado en el tercer punto de agravio, por lo que se verificará en ese 

apartado. 

En consecuencia, se ha detem1inado que la parte adora ha construido defectuosamente su 

pretensión por la supuesta infracción a las reglas de la sana crítica, específicamente por carecer diV 

concreción en cuanto a los preceptos infiingidos y porque materialmente, los argun1entos alú 

presentados son en realidad especuJaciones o apreciaciones subjetivas que no atacan el ejercicio 

probatorio intelectivo del TEG, sino más bien teorizan sobre el contenido de Ju prueba en sí misma 

basándose en dudac; carentes de OQjctividad. 

Por las mzones anteriores, resulta imposible para esta Sala extraer tm agn1vio nonnativamente 

entendido como tal, ya que los motivos aquí desarrollados consisten en la presentación de hipótesis 

abStraCtas, incompletas o, en el m~jor de los cac;os, teoría.e; de los hechos cuyos vacíos hru1 sido suplidos 

con especulaciones. Consecuentemente, esta Sala omitirá efectuar prommciamiento sobre la supuesta 

inobservancia a las reglas de la sana ctítica en el acto impugnado. 

Como tercer y último ptmto, advierte cstu Sala que, no obstante nominalmente se plantea como 

wm inobservancia al deber de motivación por ausencia de valoración de argumentos de descargo, se 

ha examinado el contenido de este apartado y se ha encontn1do que su propósito es discutir el concepto 

de «co11/licto de interés» como elemento del tipo del art. 5 letra e) de la LEG. De ahl que se dctcmlina 

que In queja no radique en si el acto impugnado esté o no motivado, pues más que cuestionar la 

suficiencia de la explicación por la que se estimó existente el conflicto de interés, se dedica a 

controvertir la aplicación de dicho concepto al caso en concreto. 
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·J>otJo tanto. al controvertir- ~~- tnotivo la constrµccíón. d<!Lelemento ':1nterés'' ~r·parte d{!I 

TEG para el caso.en concreto, se entic,ndc qu~ la discusión sefi11~ .en la ~tipicidád ·~;~?~ ht!Chos 

probados:de cara·~lilícito adíninistratWó di~'Ptiesto en el artícul0,.5-'1ite:~al e) LEO. ;<: 

De esta manera, el único pWltó de agravio que será objeto de análisis en la presente·sen.tem:ia 

consiste e.o la aplig¡9ióll errónea dehutf~µlo 5. 'iteral e) LEG al ca$o;c;n,pwticµlar. porla•4j~re.ra,~~9n 

que el TEG hizo sobre las conductas "abtos de.dominio" y"conflictode interés" aplicadas:al_caso. 

IV.'." Errón(?a aplic,ación d~l ~tfff;:ulo, ~.literal e) cleJa L~G, por falta de tipicidQd::· 

1.- El dem~dante señala~qu~:;rflwd811l~to del p~JI1er ~~pugnado.es l~ co~i;abación 
que el licencit\dO ~mo J4~Terc~to c;lc;:lo qyjl 4<: S~f4~~;ej<(~i6 

•-: • , ¡••c:"L•'· •. ~.¡,', • :·:•:_.•., .. ',' "'+~:? .... :~•,•,,'• '',.',',; 

actos de' ;dominió, ~bre el. Íillll~ebl~;;ü~icadO: en 
municipi~ de ... ®partame°1R de-Est• °"'.'~!~ fue objeto d~ 6,\1~'$~ 
Juzgndo'J,residido por el licenciado ~.miStnf.l·:~ue ·tu<! ffeljudicació·a.-

- ,quien. pos_terionnente lo ~µrió a q1:1e .figW11 ·~ el 

Registro de-ta Propiedad Raíz e HipotecilS,como.propietario;_del. irufiti~ble. 

A.finna la parte acto~ que la viol~ción al principio de 1ipiciciad recae en el sentido qüe el TEG 

utilizó parftm~µ-ps;~jenos a1 ordenaµU~~t9 Jurq¡~,. ~®)il s~99rt:,~n un supuesJ()' d.~, ~9Rpó:q\l~ 

nunca se concretó, ai·atribuir al licericiaB,o -la ejecuci6J1 d~ actos de dominio at~ntratar a 

W1 albañi~ para realimr mejoras en ~Ljnmileble, cuando su 1:1Ct~~ión ha s.idola d~,:%1 ~in1ple 

mandatario, ya que nó existe ningún docwnento que compruebe que élostenta algún derechc) Sobre ei 

mismo. 

A~í, él actor gefine cl:conflicto'.~e interés como « .. ~aqueli~ ~itüación in la que el}ilcio ~l 
individuo -concernienre a su inleres p~imaricr- y la integridad de<"na acci6n tientk__n. a esta.r 

indebidamente influidospor wi interés: ~~cund<lrio, de tipo generalm~nr~ ec.onóinico o pefj'c;nal~>.frs. 
8), considera que el TEG ha errado .al establecer la existencia de un in~ en el inmueble subast:&.lo 

por parte delseñor,- pues el simple hecho de señalar que uru,rcasa es bpnita y a bµ_enprecio 

son comentarios que describen el inmueble y no una declaración de voluntad, que exprese un interés 

real y directo. 

Entre los aigwllentos que sostuvo elTEG para sancionar al actor, está que interés es,el hecho 

que el señor-continuó inteJ"virüendo en la transferencia del inmueble por habers~ o~rgacf<.> 
,.. la escritura de compraventa ante los ofidi~s notariales de su hijo. L~ parece ilógico que elT~b exija 

que señor-pusque a un desconocido para que le ~tor[fe (sic) ~ negoc~g).~ídico, 

cuando él ha dfoh~ cónocer desde haaÚr•,?cho ti~mpo al licenciado. 

hijo del señor-· 

2.- Al respecto, la autoridad demandada .ha reiterado que ~tl;eLprocedimiento adn1irti.Strotiyo 
'. . ~ : l ' ' . : : ,,• : : : .-'. - '· ' • - ~ - - : - - : ' • ' - f ' ; :-; ;..: ; ¡ .1 ',: " . ~ 

sancionador con reforencia 149-A-12 se comprobó que el licenciad() 

antepuso su interés y provecho particular ~s,pccto de la diligencia) uqicial de v~ta en públj~_~baspi 

de un bien inmueble, y esta conclusión no es el resultado de atribuir y comprobar aisladament~· que él 

realiro "actos de dominio" sobre w1 inmueble; sino que es el resultado lógico y cons~uente de 



con posterioridad n la dil igencia judicial de vcnlu en pública suba~tu de un bien inmueble. 

Concluye la autoridad demandada que resulta claro que la conducta deviene en antiética, no 

solo por haber buscado. contrntado y pagado a un tercero para realizar reparaciones en el inmueble, 

fuera con ánimo de propietario o aún como mandatario, si.no también por todos los hechos probados 

en el transcurso del procedimiento como Ja elaboración de otra acta de subasta donde se hiw constnr 

infonnación folsa, la compruventa Jel inmueble otorgada ante los oficios notariales del hijo del 

demandante. el lmher mandado a la ordenan7~1 del Juzgado a inscribi r el insu1J111cnto en el Centro 

Nacional de Registros y el rcliro del documento ya inscrito por el mismo Juez - · 

3.- La delegada del Fisc;1J Gencrnl de Ja República, ,afinnó 

que se ha perfilado In existencia del tipo, específicamente del conflicto de interés, en !117.im qw.: los 

actos de dominio y demás conductas atribuidas al sei'lor - <<... cons1i111yen el resultado 

lógico probado que ocurrieron nntes y post~rior a la diligencia de: p1íólica subas/a del inmul'bll' 

acfjudicadn» (fs. 83 expediente judicial). 

4.- Precisadas las posiciones jwídicas de las pru1cs, con el propósito de pro veer una decisión 

ordenada se iniciará con ima somera 4.1) referencia ni principio de legalidad de los tipos 

administrntivos; posteriormente también se h;u-;i una sumaria referencia a 4.1) las ftmciones <lel 

Tribunal ele l~tica Gubemamcntul. y al&rimos pzincipius que motivan su actuar .. .\clo seguido. se 

verificarán ./.3) el tipo admini strativo y algunas consideraciones sobre el mismo. 4 . ./) los hechos 

probados y ./.5) el juicio de adecuación al tipo expuesto por el T EG. parn finalizar con ./.6) la decisión 

sobre In vulneración alegada en el caso en concn;to. 

4.1.- El prillcipio de legal idad es uno de los pilares más impor1antcs del [%1mio de Derecho, y 

su trascendencia es patente por Ja sola referencia al momento histórico de su stu"gimiento que, j1mto 

con otros principio libern.les (primordiulmcntc la defensa de lns libertades fundamentales )' In 

propiedad] su intención primordial es In de cstahlccer limites al poder a través tk la ley como el 

pnrudigma habilitru1tc de actuación de In Administr.Jción pública. 

Así , el valor seguridad jurídica -como ideal é tic<J Yinculnnte- hn ido en franca expansión de 

~1.IS e fectos hacin todo el ordenamiento juridico y toda actuación de In Admini tración, como w1a fon na 

de interdicción a la arbitrariedad; y ha encontrado en la ley, en sentido amplio, un instmmento con 

dobleJi.mción vinculatoria, que ya ha sido rescfiada por cstn Saln en cmos pmnunciamientos: « .. . es 

importante hacer referencia al con1e11idn del nrticulo 86 de la Cons1iwc1ón de la República, de donde 

resulta la aplicación de lu xenéric:a "11i11culació11 posi1iva por la legalidad ". según 111 cual los enu>s 

públicos 1ínicamenlt! pueden hacer lo que la 11ormaj11rídica les permite, en tonto r¡ur a /m· 1ier.1011as 

naturales, wnforme al m·fículo 8 de la Carta ,\ fogna, 10do lo que no les está prohibido por !a 11or111a 

les esrá permitido (vinculación nega1iva), en vir111d de que para los ¡mr1ic:11/ares rige el pm1c1pio de 

libertad» [auto de las catorce homs con d ieciocho minutos del doce de enero de dos mil diecisiete en 

el proceso contencioso administrativo con referencia 251 -20 l 4j. 
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El comclido principal de este principio en su vertiente mntc1fal será el de demarcar-de fonnn 

previa, cic11a, escritn y estricta- los cauces por los cuales la Achninis1nu.:ión podní obrar, a modo de 

dotar de prcdictibilidnd u sus acciones y pem1itir a los particulares proyectar los efectos de sus !lechos. 

Cabe res<1hnr en este punto que toda potestad pública de actuuc:ión encuentro su origen en la soberanía 

cmwtada del pueblo ru1. 83 Cn. - pero ejercida por dclegaci6n en los funcionarios del Gobierno mt. 

86 Cn. -; por lo que el ejercicio de tales pule ·tadcs deberá encontrarse suficiemememe detem1inudo. 

con mayor razón en la medida que ésta~ puedan interferir con dcn:chos fundamentales de las personas. 

Se encuentrll especial relevanciE1 ni hnblnr del im punie11di, en la potestad sw1cionato1ia ele la 

Administración, pues se trota de lu foculu1d estatnl de ejercer coerción sobre bienes o incluso, en los 

casos más graves, le libertad personal de los individuo . 'fal potestad. para estar debidamente 

legitimada, debe ser ejercida con obscrvimciu u todas las dcbidns garantías, propia~ del debido proceso 

- como se le conoce en In jurisprndencia imcramericana- o proceso constituc1onalmcme configurado 

--<:01110 lo reconoce nuestrn jtuisprudcncia constitucional- , cnu·c cuyas guranúas se encuenu11 tul 

mandato de legalidad específico y adecuutlo para dicho ámbito. 

obre este pW1tO este Sala ha tenido ocasión de pronunciarse anterionnentc f véase: sentencia 

de las doce hor«L~ con veinte minutos del veü1ticumro de septiembre de dos mil dieciocho, en el proceso 

contencioso ndminisu111ivo con relCrcncia 248-2009J donde se ha dicho: « .. . el principio de legalidad 

es 1111 pr111c1pio fimdamenrnl del derecho público conforme ni cual todo ejercicio del poder público 

debería estar sometido a la voluntad de la ley - re.l'erva de lt!y fimnal . y no a ltJ volumad o el arbitrio 

de .111s imewrmtes. Por esra razón, se dice que el principio de legalidad material asegura a los 

destinatarios que sus crmductas no pueden ser sancionadas sino en virllid de una ley dictada y 

promulgada con anterioridad al hecho considerado como Íl!fracción, tal y como se deriva del 

contenido del art. 15 de la Constitución ... ». 

En esta misma sentencia, la Sala abordó también Ju dim1.;11sión coi relativa a In legalidad fonnal 

o reserva de ley, que es el principio de lipicidud en los térmjnos que siguen: «Por S11 parte, la tipicidad 

como ma11ifes1ación de e.11e mismo principio - legalidad material- exige la declaración expresa y 

clara en la norma, de los hechos comti111tivo.1· de infi·accián y de sanción. En la práctica, ello se 

traduce en la imposibilidad de atribuir las consecuenciasjuridica~ de la norma a conductas q11e 110 

~e adecuan con las señaladas en las mismas. Hn otras palabras, 110 podrá haber sanción si la cvnd11cw 

atribuida al s1ifero rw puede ser subsumida en la irifracció11 descrita en la disposición legal -salvo 

cuando se penmte In colaboración reglamentaria . 

Por lo tanto, desde la doble connolcu.:ión del principio de legalidad, se requiere de una ley 

previa al hecho co11sidcrado como in.fracció11, y además que tanto la in.fracción como la sanción estén 

de critas enjorma í!Xpre.l'a, de1ermi11a111e yc:lara en la norma, de modo tal. que aún ante la reconocida 

jimción represora de la Administración Pública, si en un s11p11esto especifico, la conducta 110 l'Stá 

re¡!ulada en forma previa, o no está s1ificicn1eme.J11e descrita la sanción o /11ji·acció11 en el 

ordenumienro jurídico, esa competencia sancionadora de la Administración se ve limitada y le impide 

ejercer el i11sp11niendi del füradm> . 
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De ahí que, por mandato del principio de tipicidad, o especificidad legal, se pone 1m ffrní1 'P' 

la potestad sancionatoria del Estado a trnvés de manifestaciones concretas como el uso excepcional de 

la nonna penal en blanco, In prohibición de analogía, la ntipicidad de conductas no contempladas de 

fonna expresa en el tipo y el uso más restringido posible de conceptos jurídicos inde1cn11inados. Estos 

últimos aspectos responden al necesario proceso de tipi l'icución de los ilícitos administrativos que 

deben primero pasar por un proceso de identificación y plasmnción nonnativa, como requisito sine 

qua non para su aplicación como sanción administrativu. 

4.2.- El Tribunal de Ética Gubernamental. como institución de derecho público y ente rector 

de la ética pública, se encuentra vinculado por mzón del principio de legalidad a ceñir sus actliacioncs 

est1ictamcntc a lo preceptuado por Ja ley de Ja mntcria, .y a garantizar que toda infra<.:ción ética esté 

legitimada por w1 procedimiento en el que se huyan asegL1Iado todas la~ debidas garantías al servidor 

público que fuere objeto del mismo. De acuerdo con el objetivo preceptuado en d arL 1 LEG, el 

rcfo1ido órgano colegiado cwnple con un rol trascendental pam el derecho administrativo y 

específicamente de cara a la categoría denominada '"derecho a la buena administración", que entres~ 

múltiples mecanismos para asegurar su virh.ialidad pretende implantar en los servidores P,úblicos una 

ética administrativa y polírica que cuente con estándares de conducta sólidamente establecidos, con '. 

principios y valores de beneficio parn la sociedad. 

In tituciones como el TEG o las políticas de tnmsparencia gubemamenml, a mella de ejemplo. 

son indicativos del compromiso de In Adnú nistración asumido a través de inshumcn1os como I' 

Convención lmeramericann contrn In Com1pción; pues representan la intolcrant;Ía a prácti 

deshonestas en el ejercicio de la f"unc.:iún públieu y el aprovechamiento indebido de potestades estatal 

en beneficio personal del servidor público o sus allegados. Esios mecanismos se han concebido como 

fomms de empoderamiemo ciudadano con el fin de intentar instaurar unn contmloría octi v11, tal y como 

lo establecen los artículos 53 y siguientes LEG. 

El permeo de fa étiua en tu .Admi11istración Pública responde 11 una reingenicría de valores que 

se pretende ejercer en la fünción pública, para hacerla mü:; compatible con el respeto a tma cultura de 

legalidad y observancia del derecho; c.n esos tém1inos, se ha dicho que «[l]o.1· aspectos de la ética 

indudablemente forman parte de las clll-cusionesjurldica.1; en ¡{eneral, y judiciales en particular, rs 

decil; no son meros propósitos ajenos a lm necesidades y a In obligatoriedad que impone el derecho. 

En de:fi11i1iva. la ética tiene innegables consecuencias prácticas y es 1111 componente básico de In 

democracia» [DE LJ\ MATA PIZA.- A. Felipe. "La ética como componente democrático 

imprescindible de la justicia abierta". Ponencia contenida en la obra "Función judiciuJ: ética y justicia 

abierta". Publicado por e::! Tribunal Electoral del Poder Judicial de la Federación. Ciudad de México. 

Año 2020. Pág. 11 ]. 

Uno de los mecanismos para la implantación de valores éticos en el desempeño de los 

funcionarios públicos es a través de la ~ujeción de sus actuaciones a proh.ibicioncs y principios 

específicos, estos últimos preceptuados en el ru1ículo 4 de la LF.G. Entre estos. para efectos de imerés 
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de la presente, podemos mencionar la supremacla del interés público, es decir el Wlleponer en toda 

actuación el in1erés público sobn: el privado. 

Tales principios, como mandatos de oritimización, son úlilcs u la hoid de concretar el nlcMcc 

de lo ilícitos admi.11i.s1rmivos contenidos en In LEO; pues a pesar de reconocerse que conceptos como 

"interés público" e "interés personal" son susceptibles a un grado de subjetivi1.11ción que es inaceptable: 

en un tipo S<Ulcionatorio, es bastante oportuna In demarcación de estos conceptos a través de 

concepmali;r.aciones como la encontrada en el urt. 3 lit..:ral j) de la LEG: «Para efectos de esta ley se 

entiende por: ( ... )J) conflicto de intereses. Son aquellas situaciones en que el interés personal del 

servidor priblico o su.1 parientes dentro del cuarto grado de consanguinidad y segundo de afinidacl, 

entran en pugna con el interés público». 

Este último concepto es 1m p1incipio del derecho administrativo con raigambre constitucional, 

cspccificamcnte en el art. 246 inciso segundo Cn. que se lee: «[/)a Constitución prevalecerá sobre 

rodas las leyes y reglamentos. El interés público tiene primacía sobre el interés privado». 

Generalmente, la definición de interés público pasa por su contraposición con respecto al in1erés 

particular; sin embargo la primera parte del inciso citado deja entrever que, siendo la Constitución y la 

ley mani.fcstuciones tangibles de la vohmtad sohcruna cuyo contenido esencial son los derechos 

fundamentales, el interés público primigenio scn1 i.:I de su cumplimiento libre de excesos, desviaciones 

u omisiones que lo parciulicen. 

4.3 IJ tipo al que se adecuuron estos hechos se c11cuentra en el an. 5 letra e) de la LEO, que se 

Ice: 

«Todc1 persona sujeta a esw Ley debe cumplir los siguieníes deberes éticos. ( ... ) 

e) Excusarse de illfen·enir o participar en asuntos en los cuales él, su c6nyuge, conviviente, 

parientes demro del cuarto grado de consanguinidad o segundo de afimdad a sacio, tengan algún 

conflicto de interés». 

Esta disposición expresa una acción disvaliosa para propósitos éticos: el hacer prevalecer el 

interés particular del sujeto obligado por sobre d interés público; por la na111ralcza de esta conducui, 

no ncccsarinmente habrá de veri ficarse lu producción de 1m benefició en el patrimonio del funcionruio 

público o sus al legados, pues lo que el lipo reprocha es lu mera panicipac1ón en un aswllo de interés 

público donde su poder decisorio, confciido en razón de su cargo, pueda viciar el resultado en 

dcuimento público y en beneficio propio o de detcnninados terceros. 

Esta acepción de conflicto de intereses es similar a la esbozada por 111 Organiwción de 

Cooperación y el Desarrollo Económicos - OCDE, por sus siglas- al refcrir.;c a estos como « ... un 

conflicto e111re el deber y los intereses primdos de un empleado ptíblico cuando el empleado tiene a 

título particular imereses que podrían irifluir indebidamente en la forma correcta de ejen:icio de sus 

fu11cio11es y responsabilidades ojicialt!.rn [véase: "La gestión de conflicios de intereses en el scrvicm 

público,.. Publicado por OCDE. 2003. Pág. 24-25]. 

Dado el nivel de abstracción de los conce;:p1os miliwdos como elementos del tipo, para 

objetivar el ámbito éticame111..: reprochublc se vuelve necesario caso por caso, recurrir u las potcstaclcs 
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decisoria~ que cada funcionario ostcntn en raL.Ón de su nombramiento particular; así como ni ahrui~_~Y 
de los potenciales beneficios que podrían devenir a su enlomo más inmediato por la fom1a en que 

u1ilint o decida sobre nspectos cJe interés públ ico. 

Este precepto se erige entonces corno una primt\ru línea de protección del poder público y su 

uso élico, ya qu¡; vdn por q11c en consonancia con lo pretendido en el artículo 86 párrafo primero Cn. 

este poder, emanado del pueblo, no sea utilizado de manera espuria o desleal. Esta lcalu1d compele a 

todo funcionario n un deber de: excusa, que ser{1 el ejercicio por medio del cual el sujct.o obligudo, de 

la fonna más transparente posible, hará públ icas las condiciones concurrentes que como füncionario 

y como individuo. puedan generar unu colisión de intereses y con ello, deslcgitimar la n U\ idad 

pública. 

4.4 Dado que el único punto de queja que superó el análisis liminal está relacionado con la 

adecuación de los hechos probado~ ni Lipo, se entiende por superada la discusión sobre la acti\ idad 

probatoria desplegada ante el TEG que devino en la configuración de hechos tal y como los ha 

disc11Lido la parte nctora en su dcmandu. Así. los hechos que el TEG ruvo por probados se encuentran 

en el acto originario sancionador, de la resolución de las ocho horas y diez minutos del veintidós de 

septiembre de dos mil quince (fsl9 y ss. del cxpccliente judicial) y litemlmente se Icen: 

«/) De enrro a septiemhre de dos mil doce, el señor 

desempeñó el carxu de Juez Tercero de lo Civil propietario de Santa Ana, y a partir del uno de enero 

de dos mil trece fimge como Juez ( '11orto de Familia de esa ciudad. 

2) A partir del uno de cm: ro tle dos mil trece, el Juzgado Tercero de lo Civil de Sama Ana se 

convirtió en el .11cgado Cuarto de Familia, según consta en el decrero N ° 59 del doce d!' julio de dos 

mil doce, publicado en el Diario Oficial/\. 0 ! 46, Tomo N. 0 396 el die= de agosto de ese 1111s1110 año. 

3) El inmueble ubicado en fo 

departamento de - . ji1e anotado prel'entivamente el catorce de abril de dos mil ocho. por 

orden de embargo emitida por el .Juez 'li!rcero de lo Civil de San/ll Ana, en el trdmitc dejuicio e;eclllí~·o 

referencia JEM 2-13108, promovido pm el Banco Agrícola, S.A. comra el señor 

en virtud del crédito con garantía hipotecaría otorgado a sufl1vo1: 

4) Según consta en el acta de remate tramiwda en e/juicio e;ecutivo mercantil refen.:ncw JE.\tf 

243/0R, el vein1i1rueve de agosto de dos mil doce, se realizó a venta en pública .mh<i1·ta del inmueble 

ubicado en la , departomento d1• - ~ 
• · siendo el único po.wor en dicha wbarra el se1ior a quien 1·e le 1·e11dió 

por el precio de doce mil doscientos ireinta dólares con ochenta y cinco centarn1 (USFi 12, ::! 30. R5) 

5) El /res de octubre de do.1 mil doce, el Jue::. - mediante oficio dirigido al Registro 

de• la P1vpiedad Raí::. e 1Jipot1•cas (llr/enó la cancelnción del emhargo que recaía sobr<' dicho inmueble 

y remitió el acta de remate para su imcripc1ó11 a favor del señor -

6) El veintinueve de agoslo de dos mil doce. fecha programada para ejc:c/llar lm dil1!(1:nciw 

de remate y 1•enta en pública subasta del inmueble ubicado en la 

departamento de - · en el juicio cjecutiw> mrrcantil con referencia 
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,.;eu 24J108;:·ñ~ sep~_entaro1;JefS.pqrresnt¡jo~1ores .apujar.iPr:ei: inmuehle,-~eiún .Jos r~$Wmonios 
. ... . .,.,--. . . --- ' . - - . 

Z)J::hei~fi~ueve de ag~$lQ.:l/: #os miÍ<Joce,. el seftq~ 
ala señor.a .; ..... : .. ': ¡ .. 'í:L ·::. . C~laboradora Judicfialen el Juzgado 1ercero'iJJ1iiCívil 

de SqJitq Ana, m.fr-:,ela/Jorara en-~sa inísma fecha otra acta .en}a cual se hiz()·.constar _que ¡~l -s,eñor 
;! .: ... :.·-· .• - •• ' • ·- •• ,,.,_,, •. ·, 

;se •-hap[q1p_~!~·e~{'f~f?,-:C()mo ·Único_po/.{~fo,,t?n··~fc'!a ... 4ilig~ncia~;Y:/~~~\~P.kía 
adqiiir~do e{(fu,.,uebf;e..por el p~~fb d,e #oce mjl.:'*Jlares apr()xzhkd,~m~nte,'. y:adem(,s, re~~¡tfa,:a la 

seijorq . S.e_qetaria de dichojuzgadoJirinara el acra_;t{e•remaJe 

"°'941~;;;~~r=:nio;~;~~~~or~ ... 
-;:eí Sf?ñor . . no se presentó a '_la, diligencia de:.re!iid.f.e. del 

men(;ionadoinmuePJeprogramqifq/~l veitJtinuey,iule agosto c(e dO_ünil doce. ·íF».:, .•.. , 

. 9) El,:·c.atpf¡C,e4e enero c/~)~ol··1rr~il pa{orce se inscrl~iait~"fº~W'avén!fhdel¡.fí1m~Af ~l~i:~&ti!s 
relacio1iado, Fa.tu~l.fae olorgada.~lt¡UífJqe. d~dit!ef11hre de.ctru·ni,/1,docepor el~eñ!}t: 

-111°1"" dfísrño~ • . . •• •.·..•. • ·• . ...• ·. . ·. : ~~·las ofici11S ttelnot!l!'.i~!-
. . ... . . .. .. , ;J1pre,~e,~(q~,~i9~~'P:~;1Yqc.iona/de,fl~~T?~.P~rJa.:s~l1p.ra'. .. 

;\ ordenanzá .4el entpnces Juzgado 1erce1YJ,i:fle lo Civil qe · Santa. Ah_q,·• dicho 

instrwnef)lopúblicÓfae re1ir(l(/0. po1:_etseñQr 
~ . . ' - --: : . . . . ~,. 

JO) El.~eñor • . . . .·. . • .· · ...... · .. e,shfjode(~fff?tr 
1 J ). El sefl~r,J:l:bb~rt o. Ant()~p~Zqrfi?r:aiq,~l'!ció·el vein1ilrek'%~ .. en~rode dtJs·,mll :bato~~~~~gún 

informe médico délHQSPitq/ Gener(l/<1,el InstitutoSa/vadoreño def $egur,o Socil;i~ · 

12). El~J?Fw5. mf1_ó en varias ºSt!flPnes·a/ s.eñqr 

-g~1:Y1f#i.firJ.o. Terc_er<J ... aJ'',lº. ~fyil,_ •. y,er.q· .. 1dentifica(iq,J!~r·'io.$,(JlnpfeqQ,i?s;d{i:dif~~~~~'ifgo 
como amigo de este;· pero no existen registros que demuestren que entre los señores -y 

-hQ}'a <!fÍStido algún vínculo_sonrrµctualo sociedad . . . . . . . . "• 

13) Else~or · .. ·.· . . . _ ..... .. ...... . __ ... _.·. .· .. · ...... · con1rqtá/p\y~1yicios del.feñ_or llllllllllill 
- afina/es .de noviembre y p~i~~(pfo; ·d~JliCiembre de dós,tniltrepe~ pt:rra: realiz(ll':i>k;<µ·de 

construcción en el inmueble ubicado en 

depaftumefJ/o de._Santa Ana, por.dichos servicios le cancelo· l<;(éan/i.dad de.-~~iscient<J§:it.r,lares 
,::. . .· . : ···.. . ,· ____ -<-~·~,_ .. ·: :_. ;.· -· :~·-.~_:.:> ... . , . :-~-:;~-;·r:··-~-~~----~·.::;~~ 

(US$600.00)y'dicfrq cpntratacióniih:edlizo apetición.def señor 
- ' ' ~ . ' ' ' . : ~.'. ' '. ' . . . . - ' ' . . ; . - -. - ' ' ,; ; ' ' ' ' ', . ' - ' ' 

(fs. 156 yl 59) . . 

/ 4) El Juez·- tramitó.e/juicio ejecutivo men:antil en el cµal se embargó x~e.ndió 

en pú.b.lica ~mha~f/qtflJ,tinmueble. sob~,e/.qutJ de.~ostró tener unJri(t?iJ!spersonal .. · .. · . ¡;/'?· 

. 15) E/Jue~ - .d~bió ab~~enerse, de realizar con"'4etas que demnstraran s~interés 
en e/inmueble subastado en el tribunal qué dirige» (resaltado del original]. 

,_ ·4.5 En lt\,;cuJC!CU¿\Ción de es(QS·hechos a l{linfracción. éticacprytén~da ·en __ elartículo 5.,l~t~fnl•._c) 

de lá.LEG, .endo_qµc:respecta trfa;tj,µstp.icciótfdel conflicto.deJ~t~réscn el ~aso muticul~,Úei(el 
primer acto admin_istraiivo impugnado el TEG -en síntesis- SQ:.'Ufnentó que •para · estabÍec~r ·-la 



revelado: 1) que no concunió persona alguna al remate del inmueble en públicn suba'>ta; 2) unu 

expresión de interés al decir qui.! la ca<;11 ern muy bonilu y no estaba a mal precio: J) que por orden del 

Juez - · se modificara el neta de remate haciendo constar que compareció el señor _ 

como único postor: y 4) una intervención continuada a 1n1vés de su hijo como el 

notmio ante cuyos oficios se hizo la t.rans!Crcncia de In propiedad u un tercero, el rnnnclar a la ordenanza 

del juzgado a presentur la escritura mlle el Centro Nacional de Registros. d n:ti10 de In cscdturn - uno 

vez inscrito- por el mismo Juez - · y 111 contmtación de un albruiil para hacer obras de 

consuucción y mcjoms en el lugar referido supra. 

En el acto recursivo, sobre la apreciación del conflicto de interés el TEG -en rcswncn

arg1u11entó que la modificación del acta de remate exigida por el Juez - a su colabomdora. 

así como el utilizar a la ordenanza del jwg<1do que presentara en el Centro Nacional de Registros In 

escri tura de compraventa del inmueble otorgada ame los oficios notariales de su hijo, y In contnltación 

de un albui'lil para lmcer obras en csa U!Sél, demuestran de forma contundente que él participó en un 

proceso en el que antepuso su inlerés particular en el inmueble 111 interés general que debe s<1tisfacer 

la función pública 

4.6 Sentadus las posturas de las panes respecto de la controvcr5ia plunteadu, corresponde nhom 

a esta Sala reali7..ar el análisis de lcgulidud con relación a si el TEG ha vulnerado o no el Principio de 

Legal idad, específicruncnte por infracción al principio de tipicidud material al percibir w1 conflicto de 

intereses en los hechos probados y por c.stinmr -tal como lo ha se11alado la parte aeturn- como pai1c del 

ilicito administrativo el ejercicio de "actos de dominio'" sobre el inmueble objeto de suba~ta. 

Corno punto de partida. esta aln adviene-tal como consta en el apartado 4.3- , que sc tuvierorl'• 

como hechos probados: ij que el licenciado - fungió como Juez Tercero de lo Civil de Sama 

Ana. y que en el Juzgado a u cargo sc lle\ Ó a cabo la pública subasta del inmueble ubicado en 

1muúcipio de - depru1amento de - : 

ii) que sobre este inmueble hubo una manifestación de aparente interés, en dondt: t:xpresó que la c~H 

le parecía bonita y que se encontraba a buen precio; iíi) que el día en que éste se remató en publica 

subasta no se pn:st:ntó ningún postor; i1!i posterionncnte. el licenciado - obligó al personal 

de su Juzgado a consignar, de manera fnlsa. que ese día sí se había presentado 11 la sub~ ta el señor • 

, y que él hubiu pngado el importe para adquirir el mmucblc; v) que años 

dt:Spués. el inmueble fue adquirido por , por medio de 

compraventa olorgndn unte los oficios notariales de , hijo del licenciado 

- ; vij que el documento para la inscripción de este inmueble ante el Centro Nacional de 

Registros fue presentado por - · ordenanza del Juzgado Tercero de lo Civil de anta Ana. 

y el mismo fue retirado personalmente por el licenciado - ; y viij que siendo el mmucblc 

propiedad del sc!'lor fue el licenciado - quien contncló al sci1or .. 

- para que le reali.t.ara mejoras. considerándolas el referido Tribunal como actos de domi1úo. 

' 
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Es importanle mencionar qut: la m.:tividad probatoria que de1ivó en In co11SLnicción de esto' 

hechos no ha sido objeto de cucstionamientos objetivos por pane de la parte demandante: es decir, de 

los argumentos presentl1dos como quejn por la valomción probatoria, no se encontró ningunn que 

reflejara umi real inobservancia a las reglas de la sana critica, en los términos dispuesLos en el romano 

1 V de la presente. Asimismo, en lo que a términos probatorios atafie, la existencia de un conflicto de 

interés puede acreditarse por pnicba directa, como certi ficaciones del respectivo Registro del Estado 

Familiar que demuestren w1 vínculo filial; e incluso, puede construirse a partir de indicios, tal como 

ha sucedido t:u este c:uso que tomando hechos probados de manera di re.eta. se ha podido inferir a partir 

de múltiples corroboraciones pe.ri féricas objeLivas, que todas las actuaciones dd señor 

apuntaron a la prevalencia de un provecho pmticular sobre el interés público. 

En ese sentido, esta Sala considcm por lu simple inspección de la prueba obrada en el 

procedimiento, así como de sus menciones concrctaS hechas por la panc demandante, que en cfocto 

ha habido una aplicación cOn'Ccta de las roglns de la sana crítica a la valoración probato1i11, puesto que 

de su contenido -datos relativos a personas intervinientes. lugares, fechas y modos- razonablemente 

pueden derivarse los hechos tal y como se tuvieron por probados. 

Ahora bien, adcm.rándonos en el nsp<;:cto de la Lipicidad material del nrtlculo 5 lelra e) de la 

LEO, ~ta Sala coincide con el pleno del TEO al apreciar una infracción ética en lo hechos por 

existencia de un conflicto di.: intereses, dado que a pesar de no existir un titulo LrnSlaticio de dominio 

u otro derecho real sobn: el inmueble -tal y como lo refieren los dcmanduntc::s , se denota una 

secuencia de actos y actuaciones que dn cuenta de manifostaeiones y conductas que de manero 

coherente muestran un indicio de interés personal que, según lo que expone la autoridad pod1ia 

perfilan;c además una posible:: falsedad doe1m1cntal agrnvad11, a rravés del trascurso tiempo y las 

diferente.' acciones acreditadas, se ha consolidado en unn vinculación entre C'l seiior - y el 

inmueble en cuestión. 

La expresión "conflicLo de interés", como elcmemo Lípico del deber ético en cuestión, expresa 

una pugna entre las competencias decisorias que tma persona tiene en razón de un cargo público y su 

provecho particular, o el de sus parientes en los grados determinados por ley; y su sola existencia 

detem1inn un deber de abstención en el sujeto obligado. u construcción entonces dependerá de una 

contrnposición entre los deberes nsignados al sujeto obligado, para la sutisfm.:ción Je un i11tct'és público 

concreto; y uqucllas situaciones de potencial provecho que puclicren resultar en beneficio personal o 

el de sus fami liares en los grados especificados por ley. Distinto a lo planteado por la parte 

ectora. el precepto ético no prohíbe que un funcionario emita vcrbalmeute 1u11l valoración positiva 

sobre algún bien u objeto sobre cuya titi1lmidad o situación jurídica deba decidir en razón de su eargo; 

más bien. el conflicto de intereses se aprecia en que existiendo una nonna µredctenninnda para actuar 

en los casos de ausencia de postores para la venta en pública suha~ta de un bien -véase el articulo 663 

del Código Procesal Civil y Mercantil, que permite su udjudicución CJ1 pago al ejecutante , el 

licenciado - ordenó la confección de un documento con declaraciones falsa~, para darle tm 

destino distimo al que legalmeme se ha dctenninado. 



El conflicto de intereses aquí se planten entonces, entre lu realización del interés público para 

este supuesto, que consistía en dnr cumplimiento a lo dispuesto legalmente para la ausencia de postores 

en la pública subac¡¡a; y la satisfacción del interés propio del sefior - y de terceros: pues 

benefició al señor , en fnvor ele quien se confeccionó un neta con datos fa lsos 

paro que pudiera acceder a comprar el inmueble; n su hijo, con la 

compraventa ulterior. y usó personal dt:I Juzgado para su beneficio en la sustw11.:it1ción de los tn\mi tes 

registrales. 

Las múltiples wnductas exteriorizada~ guardan una estrecha relación de coherencia c-0n ese 

fin. y revelan que efectivamente dcsdc un inicio, ha habido w1 interés pcn>onal en el inmueble 

suba~tado. Como se ha mencionado yn, la concreción de un beneficio para pmicntcs del empicado 

público tal y como lo concibe el tipo no implica su inmediatez temporal; la constante vinculación entre 

el scilor - y el inmueble en cuestión pcmütcn derivar que la intervención del notario -

• • hijo del demandamc , responde a una modalidad subsecuente de 

concreción del heneficio. 

Asimismo. como resulta evidente. y de fonm1 opuesta a lo sostenido por la parte demandame. 

el ejercicio de actos de dominio sobre el inmueble visto en el eomt::>.'10 de los hechos probados no 

puede cníendersc lni siquiera] como un fündmnento esencial del análisis de ti picidml desplegado por 

el T8G. El núcleo del tipo administrativo fijudo por el legislador trata sobre In contraposición de 

intereses púolioo y panicular, y In comprobación de prevalencia de este último para enda supuesto en 

particular; er~ todo caso, el ejercicio de actos ele dominill'nQ.Confonnará ~e clel tipo por tráUlrsc [si 

acaso se perfila] ac un efecto posterior y concomitante a la imposicion del Ílllcrés personal en el 

ejercicio de la función pública. 

A modo de conclusión, no ha podido encontrarse en el anál isis del TEG la supuesta infracción 

al principio de legalidad por infracción al principio de lipicidud material por la valoración del conflicto 

de intereses en el caso en particular, pues se ha constau1clo que 6-te ha sido construido conform a :.'U 

detennina8ión en la LEG; y por otro Indo. se ha veri licado que la alocución ·'ejercer netos de dominio" 

no fo rma P'~e del tipo ni del fundamento de la sanción y que, en lodo caso, de pcrlila1"Sl', será una 

consecuencia .ontrav~~L~~ ?eclaradn. o incluso, w;.acto posterior copenndo. Corresponde 

entonces dcscstimnr la pretensión de la parte demandante y declarar la legnl idad de los netos 

impugnados. 

Vl. POR TA1'TO, con bnsc en !ns ra1011cs expuestas y artículos J 1. 32. 33, y 34 de la Ley de 

la Jurisdicción Contencioso Adminislrntiva. emitida el catorce de noviembre de mil novecientos 

seienta y ocho. publicada en el Diario Oficial número doscientos treinta y seis, Tomo numero 

doscientos sesenta y uno, de fcehn diecinueve de diciembre de mil novecientos setenta }' ocho, 

ordenamiento de aplicación ni presente caso en \oinud del artículo 124 de la Ley de la Jurisdicción 

Contencioso Administrativa vigcnte, n nombre de la República. esrn Sala FALLA: 

A. Que no existen los vicios de ilegalidad en los ténn inos planteados por la pm1e dcm1mdm1tc. 

a los siguientes actos administrativos: 
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(i) Resolución de las ocho homs con diez minutos dt!l veintidós de septiembre de dos mil 

quince, emitida por el Tribunal de Ética Gubemruncntnl, mediante el cual resol\'ió sancionar al 

licenciado , como Juez Tercero de lo Civil de Santa Ana, con w1a multa 

de dos mil doscientos cuarenta y 1m dólares de los l.:.stados Unidos de América ($2,241.00). Se ordenó 

además incorporar los datos del sancionado al Registro Público de Personas Sancionadas y certificar 

el expediente al Fiscal Gcnern.: de la Rcpúbli~. al Presidente del Ó·gano Judicial y 11 In Sección de 

Investigación Judicial de Ja Corte Suprema de Justicia, así como al Presidt.nte del Consejo Nacional 

de la Judicatura. 

(ii) Resolución del cinco de noviembre de dos mil quince, por medio de la cual el Tribunal de 

Ética Gubemamental resolvió el recurso de rcconsidcrneión, en sentido desestimatorio. 

B. Condenar en co~tus a la parte demandante confonue al derecho común. 

xxxxxxxxxxxxxxxxxxxxxxxxxxxxxxxxxxx 

e. Requiérese al Tribw1al de l~tica Gubenl1lll1ental rinda a esta Sala informe sobre el eslUdo 

de c1m1plimiento de los acto. objeto de csle proceso, ello dentro de los diez días siguientes a la 

notificación de la presente. 

D .. En el acto de notificación, cntr..!guesc certificación de esta sentencia a la autoridad 

demandada y a la represenl!}¡:ión fiscal. 

NotiJíou~c. - Ern~l9-C-1)-\Ta.l.en. 

PRONl~(;\_~A POR LA SEÑORA MAGISTRADA Y LOS SEÑORES"tYU~:,-1 HADOS 

QrA SUSCRIBEN. 

,/ 



CONF0.RME C©N SU ORIQINAL, con el cual se confrontó y para ser 
entreg¡:i.ciJa AL TRIBUNAL DE ÉTICA GUBIDRN:AMENTAL, se extiende, 
firma y sella la presente CERTIFICACIÓN, constando de diez folies útiles, 
en la Sec::retaría de la Sala de lo Contencioso Aamíñistrativo de la Corte 
Supn:;m,a cile JusLlcia, SaA Salvador, a las diez horas trein ta y cuatro 
minutos del treinta de septiembre de dos mil veintiuno. 

NOTA: La Unidad de Asesoría Jurídica del Tribunal de ~tica Gubernamental ACLARA: 
que la presente es una copla de su original. a la cual le fueron eliminados ciertos elementos 
para la conversión en versión pública de conformidad con los artículos 30 y 6 letra a) de la 
Ley de Acceso a la Información Pública. 


